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PRESIDE: Señora Representante Berta Sanseverino. 


MIEMBROS: Señores Representantes Daniel Bianchi, Antonio Chiesa Bruno, Roberto Frachia y Daniel 
Radío. 


DELEGADOS 
DESECTOR: — Señores Representante Javier García y Nicolás Núñez. 


ASISTE: Señor Representante Álvaro Vega Llanes. 


CONCURREN: Señores Senadores Mónica Xavier, Carlos Moreira, Alfredo Solari, Ernesto Agazzi y 
Ramón Fonticiella. 


INVITADOS: — Señores Ministros de Relaciones Exteriores, Embajador Luis Almagro, y de Salud 
Pública, economista Daniel Olesker, acompañados por la doctora Pamela Vivas, 
Subdirectora de Relaciones Institucionales; Embajadores Gonzalo Conke, Director 
General para Asuntos Económicos, y Ricardo Varela, Subdirector de Asuntos Políticos; 
Director General de Salud, doctor Gilberto Ríos y doctor Ricardo Pérez, del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


SEÑORA PRESIDENTA (Sanseverino).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


———- La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene el gusto de recibir al señor Ministro de Salud 
Pública, economista Daniel Olesker; al señor Ministro de Relaciones Exteriores, Embajador Luis Almagro; al 
señor Director General de Salud, doctor Gilberto Ríos; a la señora Subdirectora de Relaciones Institucionales 
del Ministerio de Relaciones Exteriores, doctora Pamela Vivas; al señor Director General para Asuntos 
Económicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajador Gonzalo Koncke; al señor Subdirector de 
Asuntos Políticos del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajador Ricardo Varela, y al doctor Ricardo 
Pérez, del Ministerio de Economía y Finanzas. Asimismo, damos la bienvenida a los miembros de la 
Comisión de Salud Pública de la Cámara de Senadores. 


Como sabrán, hubo un planteo del señor Diputado Bianchi en esta Comisión a los efectos de tener 
información sobre los últimos acontecimientos referentes a las políticas antitabaco, que han sido tan fuertes y 


características del período anterior, y que han sido buenas para todos los ciudadanos, para los fumadores y 
para los no fumadores, con políticas muy integrales en varios aspectos. Nosotros, como Comisión, también 
consideramos que el tema de ese litigio presentado por una multinacional que estaba siendo analizado y que 
tenía una fuerte presencia en los medios era muy importante, por lo que era necesario que también estuviera 
presente el señor Ministro de Relaciones Exteriores. 


Cedemos la palabra a los señores Ministros y sus equipos para escuchar su información, que seguramente va 
a enriquecer este espacio parlamentario. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Nosotros vamos a presentar lo que la señora Presidenta 
nos solicitaba respecto a la política de consumo de tabaco en términos de la política sanitaria y, luego, 
el señor Canciller Almagro incluirá también algunos aspectos vinculados a la política internacional. 


En primer lugar, queremos describir cómo ha sido la política de control de consumo de tabaco en el país que, 
más allá de que comienza muy tempranamente en los años 2005 y 2006, se puede expresar en la Ley 

N? 18.256, que se aprueba en marzo de 2008 y que, a nuestro juicio, contiene los seis puntos que conforman 
el corazón de la política de tabaco que, como vamos a explicar en esta presentación, no solo estamos 
manteniendo, sino profundizando en varios de los aspectos que están allí planteados a través de algunas 
medidas. 


Esos seis puntos se pueden sintetizar de la siguiente manera. En primer término, se establecen los lugares 
ciento por ciento libres de humo de tabaco, lo que está en el artículo 3”. En segundo lugar, hay un proceso de 
fiscalización y autofiscalización, que incluye la norma en los artículos 4” y 5”. Digo "autofiscalización" 
porque es un hecho bastante diferente de otras normativas en el mundo, dado que aquí es el propietario del 
espacio público quien se hace responsable y, finalmente, es el sancionado en el caso de que se viole la norma. 
En tercer término, están las advertencias sanitarias, con imágenes y leyendas, que figuran en el artículo 9%. En 
cuarto lugar, tenemos la prohibición absoluta y amplia de publicidad, que está en el artículo 7”. En quinto 
término, la incorporación obligatoria del diagnóstico y tratamiento de la dependencia del tabaco a través de 
las policlínicas de cesación de tabaquismo, que hoy son obligatorias en todos los prestadores integrantes del 
Sistema Nacional Integrado de Salud, público y privado, con apoyo institucional del Fondo Nacional de 
Recursos para el financiamiento de dichas políticas, tal como aparece en el artículo 10. Finalmente, está la 
prohibición de términos, marcas o signos que creen la falsa impresión de que determinados productos del 
tabaco son menos nocivos, o promociones de diferente tipo que estén en la cajilla. 


A estos seis puntos que, a nuestro juicio, conforman el corazón de la política del tabaco, expresado en la Ley. 
N? 18.256, se agrega un séptimo punto, que el Gobierno desarrolló por la vía impositiva, que fue el 
incremento fiscal que llevó a que el precio en términos reales se multiplicara por dos entre 2005 y 2009. 


Queremos decir que sabemos que la implementación de este último punto ha tenido un impacto positivo 
desde el punto de vista de la elasticidad que tiene el fumador frente al precio, pero también tuvo un efecto 
colateral, que fue que la multinacional Phillip Morris comenzó a realizar una política de depredación de 
precios que es indemostrable que sea competencia desleal, porque no hace otra cosa que simplemente vender 
por debajo de sus costos y asumir que vende a pérdida; eso la llevó a que pasara del 10% al 23% del mercado 
o sea, trece puntos, con otros efectos respecto al contrabando. | 


En síntesis, queremos decir en esta Comisión de Salud Pública, tanto a los Diputados como a los Senadores, 
que la política de combate al consumo de tabaco basada en estos seis pilares complementarios entre sí 
publicidad, locales cerrados, fiscalización, pictóricos, policlínicas de cesación del tabaquismo, prohibición de 
marcas con signos engañosos se mantiene tal cual. 


Además, consideramos que esta política ha tenido un fuerte componente ligado a lo que era necesario hacer 
al comienzo respecto al enfrentamiento al consumo de tabaco; me refiero, fundamentalmente, a la 
prohibición de publicidad, a la prohibición de fumar en locales cerrados, combinada con políticas de 
promoción y prevención en salud, con las policlínicas de cesación de tabaquismo. 


Pero creemos que falta un fuerte componente educativo y, por lo tanto, en coordinación con el Ministerio de 
Educación y Cultura y organismos descentralizados estamos planteando la incorporación de normas sobre los 
efectos nocivos del tabaco en la currícula escolar y liceal, así como también lo haremos por ley, obviamente 


la obligatoriedad de mensajes en los medios de comunicación respecto a los efectos nocivos del tabaco. Es 
decir que, obviamente, no solo apuntamos a publicidad cero del tabaco sino que queremos ir a un proceso de 
publicidad positiva respecto a los efectos nocivos del tabaco a través de los medios de comunicación, tanto 
públicos como privados, en Montevideo y el interior. 


Estamos anunciando que vamos a enviar proyectos de ley al Parlamento que tengan en cuenta la 
profundización de la lucha contra el tabaco, fundamentalmente vinculada a los aspectos educativos, tanto 
curriculares como a través de los medios de comunicación. 


Queremos señalar que, al mismo tiempo que decimos que los pilares centrales de la política sustentada en la 
Ley N”* 18.256 no cambian porque es nuestra convicción y repito que estamos dispuestos a profundizarla, 
debemos tener claro que al asumir el Gobierno nos encontramos con una situación de relativa desprotección 
respecto al derecho internacional y con impactos jurídicos y económicos de gran envergadura para el país, 
por algunos problemas ligados a normativas jurídicas que se habían incorporado posteriormente a la Ley 

N? 18.256 en un caso, un año, y en otro caso, casi dos y que el rango jurídico con el que se habían realizado y 
su vinculación al tratado de protección de inversiones nos debilitaba en la negociación internacional. 


Nos parece muy bien que nos hayan citado a esta Comisión de Salud Pública, tanto a quien habla así como al 
Director General de Salud, Gilberto Ríos; pero debemos decir que estamos en juicio, en una demanda 
internacional que se basa en un Tratado de protección de inversiones entre Uruguay y Suiza, aprobado en el 
año 1988 y legitimado por el Parlamento Nacional en 1991. La casa matriz de Philip Morris, radicada en 
Suiza, inicia el juicio utilizando los artículos 2 y 3 de dicho Tratado y la cláusula de la nación más favorecida 
para ir directamente a tribunales internacionales y no pasar por tribunales nacionales. 


Este último punto lo estamos estudiando en el Gobierno nacional junto con el propio Ministerio de Economía 
y Finanzas y la Presidencia; este grupo se formó el 2 de marzo y realizó el trabajo en profundidad y en 
estricta reserva para no mostrar las cartas cuando uno está estudiando problemas de esta magnitud; ahora 
venimos al Parlamento a informar. 


Nuestra primera preocupación es la salud de los uruguayos y hay que protegerla con la política antitabaco 
que, repito, mantenemos y profundizamos, así como con la protección frente a juicios que signifiquen 
erogaciones fiscales que el país no puede sostener y que redundarán en menos recursos para otras políticas 
sociales. 


Desde la perspectiva de la salud queremos reafirmar que no visualizamos cambios ni retrocesos sino 
adaptaciones jurídicas y, al mismo tiempo, estamos anunciando la profundización de la política, sobre todo en 
el terreno de la educación, la comunicación y la obligatoriedad de mensajes respecto a los efectos nocivos en 
la salud. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Definitivamente, el tema tabaco forma parte 
de algunos de mis fanatismos; así como soy vegetariano, no soy fumador; más bien soy antifumador. 
Justamente por eso entiendo que a veces uno corre el riesgo de "talibanizarse" al respecto; es un tema 
que en materia jurídica debemos tener especial cuidado. 


Para nosotros el compromiso con la lucha contra el tabaquismo es absoluto y total. Asimismo, desde la 
Cancillería juzgamos todas las medidas antitabaco que lleva adelante el Uruguay como un patrimonio. Es un 
patrimonio de política exterior; se trata de uno de los elementos más importantes con que cuenta la política 
exterior del país y que más y mejor promociona al país; entre ellos destaco la organización de la próxima 
conferencia mundial antitabaco en el Uruguay. 


Al mismo tiempo, tenemos que hacer frente a esta demanda. Hay una solicitud de arbitraje de Philip Morris 

que está pospuesta en los procedimientos de elección de árbitros hasta el 1? de setiembre. Para nosotros, este 
es un tema con una especial sensibilidad. Se trata de una demanda ante el tribunal arbitral del CIADI por no 
cumplimiento de un acuerdo firmado por el Uruguay. 


El CIADI tiene una característica en el marco de UNASUR quizás sea de conocimiento de ustedes que se ha 
propuesto insistentemente en esta Presidencia "pro tempore" de Ecuador. Me refiero a un mecanismo de 
arbitraje latinoamericano o de UNASUR, porque los países en desarrollo generalmente no tienen mucha 


suerte en sus arbitrajes. El caso más extremo es el de Argentina. Tengo entendido que ha perdido arbitrajes en 
el CIADI por casi treinta mil millones de dólares; no lo sé exactamente, pero la cifra es de varios miles de 
millones de dólares. 


Este arbitraje no tiene que ver puntualmente con la salud, sino con la protección de inversiones, de marcas y 
libertad de comercio. Probablemente, los árbitros del CIADI entren en ese arbitraje con esa lógica y no con la 
lógica de la protección de la salud, que es la que más nos gustaría que se planteara y en la que nos 
sentiríamos más cómodos. 


Voy a tratar de hablar lo más abstractamente posible, siguiendo los términos de la demanda, porque no quiero 
entrar en si tenemos o no inconsistencias jurídicas. Esto está por delante y va a requerir futuros trabajos 
legales y jurídicos. La demanda dice concretamente que Uruguay ha violado el tratado de inversiones con 
Suiza. El artículo 2” señala que las partes reconocen el derecho de cada una de ellas a no permitir actividades 
económicas por razones de seguridad, orden público, salud pública o moralidad, así como otras actividades 
que por ley se reserven a sus propios inversores. Este es un punto de la demanda. 


El otro punto es el que señalaba el señor Ministro de Salud Pública. Me refiero a que se va directamente al 
tribunal arbitral, sin pasar por los tribunales nacionales. 


Las disposiciones que se tomaron por decreto u ordenanza establecían algunas obligaciones que recoge la 
demanda. La demanda también señala la inconsistencia jurídica de esa resolución del Ministerio de Salud 
Pública, precisamente, con este acuerdo. 


Hace poco, en abril de este año, un fallo de la Corte Internacional de Justicia, si bien nos dio la verdad 
sustancial en un proceso que fue bastante largo, también dijo que Uruguay había violado un tratado. Esto no 
es nunca un tema menor, y quiero que esto sea comprendido por todos. Hoy, fuera de esta Sala, me 
preguntaban por unas leyes que también son inconsistentes con otros acuerdos que firmó el país. Pero creo 
que es muy importante el respeto de nuestras obligaciones internacionales. 


En su momento, la Embajada Suiza, a través de la nota N* 18 del año 2009, hizo unas consultas a Uruguay 
respecto a algunas de estas medidas tomadas. El Ministerio de Relaciones Exteriores las contestó, haciendo 
referencia a las leyes que se habían dictado, pero claro, el problema no estaba en esas leyes. 


También hemos recibido mucho apoyo internacional, fundamentalmente de varias ONG. Valoramos eso 
especialmente. La lucha antitabaco es un capital que tiene el país y, por lo tanto, la firmeza que tengamos en 
ella es parte del respeto que tenemos como país. 


Debemos ser firmes en esto y, por otra parte, prolijos jurídicamente. 


Ante esta ida al tribunal arbitral se nos ha planteado apoyo jurídico, moral y de otra naturaleza, menos un 
deudor solidario por si perdemos; eso me gustaría más. 


(Hilaridad) 


——— No estamos ante una disyuntiva. La firmeza en la lucha antitabaco se mantiene, se profundiza y se 
radicaliza. Creo que tenemos que hacer este trabajo bien prolijo. 


SEÑOR SOLARI.- Agradezco a los dos Ministros la exposición realizada. 


Quiero formular algunas preguntas puntuales. Obviamente, en el transcurso de la exposición los señores 
Ministros se refirieron a determinadas circunstancias en forma relativamente sucinta porque están en el 
detalle del tema, pero quizás nosotros no entendimos en forma adecuada. 


En primer lugar, el señor Ministro de Salud Pública dijo que al ingresar al Gobierno en marzo de 2010 había 
encontrado al Estado uruguayo en una situación de relativa desprotección frente al Derecho internacional, a 
raíz de normas jurídicas que habían sido aprobadas con posterioridad. Habló de un año o un año y medio 
después de dictarse la Ley N* 18.256; eso fue lo que yo entendí. Sin embargo, cuando vamos a la fecha del 
Tratado, que es la base de la demanda, advertimos que se firmó en el año 1988 y se aprobó en el año 1991, o 


sea unos cuantos años antes de que la ley de marzo de 2008 pusiera bajo protección legal la lucha antitabaco. 
No entendí bien esa parte de la exposición. 


En segundo término, quiero preguntar al Canciller: en su opinión sé que estamos en un ámbito público y lo 
que voy a preguntar es sensible; puede quedar fuera de la versión taquigráfica, en una escala de cero a cien, 
qué probabilidades hay de que el CIADI, o cualquier otro tribunal internacional, dé la razón a la empresa 
Philip Morris. | La razón de mi pregunta va en función de que hay dos opciones: o el Gobierno pasado 
cometió un error muy importante al aprobar disposiciones que estaban violando un tratado existente, o el 
Gobierno actual, al corregir como dijo el señor Ministro con mucha diplomacia, y lo felicito por el uso del 
lenguaje, al poner en términos más prolijos las disposiciones uruguayas preexistentes, evitaría la demanda. 


Mi pregunta concreta es qué probabilidad cree usted que existe de que perdamos ese juicio con las 
disposiciones que tenemos actualmente, sin tener que modificarlas. Y si hubiera que modificarlas, en qué 
aspectos habría que hacerlo, ya que se habla de que habría que reducir la superficie que ocupan en la cajilla 
determinados pictogramas, o que habría que permitir la utilización de más marcas. ¿Cuáles son los aspectos 
concretos que mejorarían nuestras probabilidades de sortear ese juicio internacional? 


SEÑOR BIANCHI.- Nosotros también querríamos saber si, en principio, la variación de la legislación 
en que se está pensando incluiría una disminución del porcentaje de los pictogramas; para nosotros 
está respaldado por el convenio marco porque este habla de por lo menos el 50% de la cajilla, o sea que 
podría ser más, como es en este momento, que es del 80%. Creemos que en materia de salud esto es 
muy importante porque cuando la tabacalera hoy requiere que eso se baje al 65% es porque quiere que 
en la parte anterior de la cajilla, en su mitad superior que, sin duda, es la más importante de la cajilla, 
se vea la propaganda de la marca. Todos sabemos la importancia que eso tiene en la disminución del 
consumo de tabaco. Uruguay, con la política que ha llevado adelante hasta el momento, ha sido 
absolutamente exitoso en la disminución del consumo de tabaco que ha habido en los últimos años. 
También debemos destacar la perspectiva que existe ya que algunas encuestas hablan de que el 44% de 
los fumadores están pensando en dejar el consumo. 


Nosotros sentimos que la política llevada adelante hasta ahora por el Uruguay es acertada. Sin duda, nuestro 
país es un referente a nivel mundial. 


Para nosotros este es un golpe estratégico de la tabacalera. El Uruguay está siendo imitado por otros países y, 
además de ser un símbolo en el mundo, en noviembre será sede de la Conferencia de las Partes. Por tanto, 
sería muy conveniente para las tabacaleras dar un golpe al Uruguay no solamente por ser ese ejemplo en el 
mundo, sino por ser sede de esta Conferencia. 


Reitero que querríamos saber si en esta normativa se incluiría una disminución en el porcentaje de los 
pictogramas y si se va a permitir más de una presentación por marca, lo que también creemos que sería 
absolutamente negativo ya que fue otro logro muy importante del Uruguay. 


También querríamos saber si se detuvo el proceso ante el CIADI por parte del Gobierno y, si es así, quién lo 
hizo, si las medidas que se aplicaron hasta ahora son razonables y adecuadas a la mejor evidencia científica y 
en concordancia con las directrices del convenio marco y con la legislación vigente: como todos sabemos, la 
Ley N? 18.256, los Decretos 284 de 2004 y 287 de 2009, y las Ordenanzas 466 y 514. 


¿Cuáles son las estrategias que va a presentar el Gobierno para una mejor defensa ante el reclamo de Philip 
Morris y, al mismo tiempo, para defender el derecho soberano de proteger la vida y la salud de la población? 
Desde el punto de vista legal, hoy vimos una resolución del Tribunal de los Contencioso Administrativo con 
relación a una tabacalera nacional donde se trae a colación que, más allá de haber legislación, en el segundo 
inciso del artículo 44 de la Constitución de la República se protege el derecho a la salud y a la vida de los 
ciudadanos todos sabemos que la Constitución está por encima de las leyes o sea que ahí tendríamos un 
respaldo legal. 


Otra pregunta que vamos a plantear es si el Gobierno va a plantear en noviembre ante la Conferencia de las 
Partes en Uruguay, adonde concurrirán 169 países, que se genere un mecanismo bajo el artículo 5.3 de 
protección de control del tabaco ante la interferencia de la industria tabacalera, que proteja no solo a 
Uruguay, sino también a cualquier otro país, en especial a los no desarrollados, similares al nuestro. 


¿Conocen ustedes que esta estrategia de Philip Morris de utilizar la supuesta violación de la propiedad 
intelectual ya la vienen usando desde la década de los noventa para presionar a los gobiernos que quieren 
establecer regulaciones o incluir advertencias en los paquetes de cigarrillos, a pesar de que desde 1994 la 
propia Organización Mundial de la Propiedad Intelectual les advirtió que el hecho de tener registrada una 
marca comercial no invalida a los gobiernos a establecer limitaciones a su comercio, por ejemplo por razones 
de salud, según la Convención de París, que rige ese Tratado? La razón de no utilizar el argumento de la 
propiedad intelectual es porque por vía de los acuerdos o tratados comerciales como el GATT o la OMC se 
admiten excepciones por razones de salud pública; los Ministros y sus asesores manejan esto con claridad. 
Por ese motivo ellos hablan de que se está enajenando la marca en un 80% de la superficie de la cajilla. 


Si hoy, ante una presión, nosotros cedemos, ¿por qué esta u otra multinacional en un futuro cercano no podría 
desafiar a Uruguay porque le está enajenando su producto al gravar entre el IVA y el IMESI en un 72% su 
precio? Todos sabemos que, debido a la actual política, los impuestos que se recaudan anualmente en 
Uruguay pasaron de US$ 70:000.000 a US$ 190:000.000. ¡Por supuesto que eso es un perjuicio! O sea que 
también podrían hacernos un juicio por este motivo. Queremos saber cuál es la opinión que tienen al 
respecto. 


Nos gustaría saber, también, qué información tienen acerca del desarrollo de la organización de esta 
conferencia tan importante para el país, que se va a realizar en noviembre en Punta del Este. 


SEÑOR AGAZZI.- Me sumo al agradecimiento por la presencia de dos Ministros en el Parlamento 
para darnos información y dialogar sobre estos temas; me parece que es realmente importante. Más 
allá de los repiqueteos políticos que ha tenido el tema últimamente que eso es secundario acá se está 
jugando algo muy importante que es la soberanía que tenemos como país. 


Mi primera pregunta es si esto va a seguir pasando con otras cosas porque, de ser así, dejamos de tener 
libertad para resolver lo que queremos. Todo el sistema político está de acuerdo en que controlar el 
tabaquismo es una necesidad. Nos sentimos libres al decidirlo, pero resulta que no podemos decidir eso 
porque unas empresas que son bastante más grandes que nuestro país intentan hacer con nuestra salud lo que 
ellas quieren. Me siento como atrapado por intereses poderosos. En los últimos tratados de protección de 
inversiones no son estos los mecanismos que se usan, pero ¿qué riesgo tenemos de que otros asuntos 
parecidos a este tengan andamiento y qué medidas estamos tomando en ese sentido? 


El segundo aspecto que querría saber es cómo reaccionan las tabacaleras nacionales ellas no van a ir al 
CIADI; qué actitud están teniendo frente a esto la producción nacional de cigarrillos y quienes abastecen al 
mercado interno porque, al fin y al cabo, el tabaco nacional es tan malo como el otro, pero parecería que las 
empresas son distintas. 


SEÑOR VEGA LLANES.- La política de tabaco en este país ha sido política de Estado: se aprobó con 
los votos de legisladores de todos los partidos. En un país donde cuesta tanto hacer políticas de Estado, 
este no es un dato menor. Inclusive, cuando comenzamos a discutir estos temas nunca imaginamos que 
íbamos a terminar incursionando en la propaganda porque en la primera etapa teníamos intenciones 
mucho más modestas. Recuerdo que por la intervención del señor Diputado Posada, del Partido 
Independiente, y de otros legisladores del Partido Nacional se terminó incluyendo en esta ley la 
prohibición de la propaganda. Esta fue una política de Estado que, de alguna manera, apoyaron todos 
los partidos políticos. En ese sentido, lo que a uno más le cuesta aceptar es que ahora no sea una 
política de Estado. 


No estoy convencido de que a uno le dan ganas de dejar de fumar por los pictogramas. Es más, los primeros 
pictogramas que se hicieron incluso eran lindos, hasta coordinaban con alguna cajilla. Después fueron 
cambiando. En general no estoy de acuerdo con el terrorismo, y tampoco a nivel de propaganda, pero 
entiendo que de una forma u otra fue una política que Uruguay se trazó, no como Gobierno sino como 
Estado. En esto no hay que medir las cosas por ir para atrás o para adelante; eso no interesa. Lo que sí 
interesa es que Uruguay en esto deben participar todos los partidos políticos debe mantener esto como una 
política de Estado. Si tenemos acuerdo de todos, seguramente saldremos adelante. 


Lo más preocupante es que el anuncio fue hecho en forma lateral y que no se consultó al Parlamento. Para 
cualquier medida de este tipo, más que a los partidos políticos, el Parlamento debió haber sido el primero en 
ser informado, y a partir de los consensos y los acuerdos a que arribáramos, tomar una resolución. 


Capaz que perdemos, pero no se puede vivir con miedo. De todos modos, una cosa es perder uno solo y otra 
es perder cuando todo el país está de acuerdo con que debemos seguir adelante con las políticas que se han 
trazado. Y en el caso de que haya que dar un paso hacia atrás, una cosa es hacerlo en forma individual, como 
Gobierno, y otra es hacerlo como Estado. 


Este es el talón de Aquiles que veo a esta resolución. Si a cada uno de quienes trabajamos en la elaboración 
de esta ley se nos hubiese preguntado solo lo hizo la prensa, no habríamos tenido más remedio que decir que 
básicamente estábamos de acuerdo con lo manifestado por el doctor Tabaré Vázquez porque fue la política 
que diseñamos entre todos. No solo no conocíamos esta nueva política que se nos planteó sino que tampoco 
participamos en su elaboración. Y es difícil estar de acuerdo con algo en cuya elaboración uno no participó. 


Creo que los pasos que hay que dar son inevitables porque esta es una de las pocas políticas que Uruguay se 
ha fijado como política de Estado, y esa preservación es lo más importante de todo esto. 


El tabaquismo va a disminuir o no, pero más que nada confío en la educación, que fue lo que nos allanó el 
camino. Si nosotros hubiéramos elaborado esta misma ley en condiciones en las que la población no hubiera 
estado proclive a aceptarla, se habrían cometido muchas violaciones y su aplicación habría sido imposible 
porque no íbamos a estar cerrando boliches por todos lados. El asunto es que cuando llegó esta ley, la 
población estaba afín a cumplirla y a aceptarla. 


Si tengo que señalar algún error, creo que esas son las cosas a corregir. Esta es una política de Estado, debe 
mantenerse así y el Parlamento debe ser consultado cuando se adoptan este tipo de medidas porque es la 
única forma en que nos podamos poner de acuerdo y seguir todos juntos adelante. Después, si ganamos o 
perdemos, será responsabilidad de todos. 


SEÑORA XAVIER.- Quiero sumarme al agradecimiento a los señores Ministros y a sus equipos para 
venir a conversar sobre un tema que es muy importante. Todo lo que se ha dicho es así. También hay 
que recordar la presión que sufrimos mientras legislábamos en el Parlamento. 


Uno puede ver el compromiso de los legisladores de los diferentes sectores políticos en este tema, al que se 
suma el liderazgo del señor Presidente de esa época en la firme conducción de esta política. 


Quiero referirme a alguna de las afirmaciones que se han hecho que me interesa tener en claro y sobre las que 
no he podido encontrar una explicación lógica. Nosotros tenemos un convenio marco, que ha sido ratificado 
y es ley. A mi juicio, cuando el convenio marco dispone que el 50% o más de las cajillas deben tener un 
pictograma que dé cuenta de los perjuicios que conlleva el hábito de fumar, desde el punto de vista legal 
estamos amparados. 


Me consta que el artículo 2” del convenio bilateral entre Suiza y Uruguay se refiere a la necesidad de leyes y, 
por lo tanto, de determinado rango de disposiciones jurídicas. En consecuencia, si hay una ordenanza o una 
disposición de rango menor, se le podría exigir rango legal; a mi juicio esto ya está contemplado en la 
disposición del propio convenio marco, que hace referencia al 50% o más. 


Con respecto a la segunda ordenanza, que refiere a la variedad por marcas exigiendo solo una para evitar las 
presentaciones "light", "superlight", "hiperlight" o "golden", pregunto de qué otra manera la reglamentación 
podría traducir esa disposición que figura en la ley si no fuese exigiendo una sola marca. 


Por si fuera poco, y tal como lo han manifestado los colegas, tenemos la Constitución de la República, que 
está por encima de la ley de ratificación del convenio marco, de la Ley N* 18.256 y de la ley que ojalá 
cristalice después de esta instancia, en la que no avanzaríamos más no quiero entrar en contradicción, sino 
que despejaríamos la duda que podría existir en algún lugar y que quizás sea el fundamento que los señores 
Ministros traen para informar sobre las disposiciones tomadas recientemente. Me parece que amparados en la 
Constitución tenemos salvaguardadas las exigencias legales de un convenio de protección con Suiza. 


Me quedo por ahí, haciendo pie en esto que algunos colegas preopinantes plantearon, pero que a mí me 
permite cerrar el razonamiento acerca de si hemos estado dentro de las disposiciones legales en esta política o 
si correríamos algún riesgo al respecto, más allá de que somos un país pequeño y que frente a los tribunales 
internacionales entramos con esa desventaja. 


SEÑOR RADÍO.- Agradecemos la presencia de los señores Ministros y de sus equipos. En realidad, era 
muy importante que hoy estuvieran por acá. 


La premisa es que hay intencionalidad positiva. Si bien no hay que atribuir intenciones, esa es la premisa con 
la que todos trabajamos. Yo parto de la base de que las determinaciones que se toman están bien 
intencionadas. Además, parto de la base de que creo las cosas que se han dicho. Por lo tanto, creo que no 
estamos ante una disyuntiva y, en consecuencia, que estamos ratificando una política de lucha contra el 
tabaquismo. Eso es distinto a decir que son adecuadas las estrategias que diseñamos para llevar adelante esa 
pelea. 


El Canciller decía hace un rato que debíamos ser firmes y prolijos jurídicamente. Si ahora hay que hacer 
alguna modificación, alguna de esas cosas no pasó antes: o no fuimos firmes o no fuimos prolijos 
jurídicamente. Si constatamos que tenemos cierto nivel de desprotección jurídica, alguna vez se generó esa 
desprotección, ya sea cuando votamos una ley, cuando diseñamos alguna ordenanza o cuando ratificamos 
algún convenio. En algún momento se generó una contradicción que hoy nos hace pensar que ahora tenemos 
que ser prolijos jurídicamente. 


¿Qué es ser prolijos jurídicamente? ¿Es disminuir el tamaño de los pictogramas, con todas las connotaciones 
pedagógicas que estos tienen? Esa es otra discusión que me parece que no tiene nada que ver con "el tabaco 
sí" o "el tabaco no". Es una discusión de otro tipo. Por ahí se dijo que hay que confiar en la educación, que 
hay que ratificar y educar, pero eso no está necesariamente relacionado con los pictogramas. 


Entonces, ¿esto supone disminuir el tamaño de los pictogramas o es dejar sin efecto esta determinación? Lo 
que no me parece prolijo es hacer una cosa y la otra; las dos, no. 


Seguramente, la determinación tiene fundamento, justificación y eso es lo que quiero escuchar y me parece 
que está bien. Lo que no tiene justificación es hacer las dos cosas: apostar a disminuir el tamaño de los 
pictogramas y luego dejar sin efecto esa determinación. 


Otra cosa que quiero saber es de qué cifras estamos hablando en términos del juicio. A mí me parece que 
seguramente la magnitud de esa cifra tiene que ser algo que nosotros debemos considerar. 


Lo que digo es que no hacemos bien si creemos que lo que está en discusión es el tema de fondo. Me parece 
que tenemos un consenso nacional en cuanto a que el tabaco hace mal y, por lo tanto, no hay que discutir en 
ese sentido. Lo que estamos discutiendo son otras cosas: por un lado, la estrategia en esta batalla, y por otro 
como señalaban hace un momento los Ministros, la desprotección jurídica y cierta contradicción en la que el 
país se encuentra por lo menos, aparentemente porque si para ser prolijos hay que cambiar es porque en algún 
momento no fuimos prolijos. 


SEÑOR CHIESA.- Agradecemos la presencia a los señores Ministros y a los asesores que los 
acompañan, quienes vienen a clarificar este tema que ha generado un alerta muy grande a nivel de la 
población. 


Los que estamos de este lado de la mesa estamos totalmente de acuerdo con la lucha contra el tabaquismo. La 
mayoría de los integrantes de la Comisión somos médicos y sabemos de los problemas que esto trae 
aparejado. 


Quiero seguir el razonamiento del señor Diputado Radío. Creo que acá no estamos discutiendo "el 
tabaquismo sí" o "el tabaquismo no"; lo tenemos muy claro y estamos apoyando esta línea de trabajo que está 
llevando adelante el país. Sí creemos el Ministro lo dijo claramente que hubo desprolijidades. No son hechos 
menores el no cumplimiento de los convenios internacionales, y cuando se va a tomar alguna medida me 
parece que ahí existió la falla debemos tener en cuenta que si hay una limitación a las libertades individuales 


se tiene que establecer por ley, de acuerdo con el segundo inciso del artículo 10 de la Constitución de la 
República. Creo que ahí está el punto por el que hablamos de desprolijidades. 


Dado que contamos con la presencia del señor Ministro, quisiéramos saber cuántas reclamaciones se han 
presentado hasta la fecha ante el Ministerio de Salud Pública por el tabaquismo. 


También me interesaría saber cómo está formado el cuerpo de fiscalizadores que tiene el Ministerio en este 
momento. ¿Cuántos inspectores tiene? Asimismo, quisiera saber si se están cobrando multas cuando se 
realizan las inspecciones y qué destino tienen los montos obtenidos por ese concepto. 


Por otra parte, quiero saber cuál es la política de rehabilitación que está llevando adelante el Ministerio de 
Salud Pública para aquellos fumadores que quieren dejar de fumar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como integrante de esta Comisión de Salud Pública, pero también de la de 
Población y Desarrollo, quiero señalar lo siguiente. Tengo una gran confianza en la continuidad de las 
políticas, de esta como de tantas otras que venimos desarrollando a nivel social. 


Me pareció muy interesante la intervención del Ministro Olesker. Venimos trabajando en aspectos que han 
sido muy caros para las políticas sociales que venimos desarrollando desde 2005, que son la promoción de 
derechos, la educación y el refuerzo de estilos saludables de vida. Creo que a lo mejor eso pasa inadvertido 
porque hay un problema más fuerte que ha tenido otras connotaciones en los medios de comunicación. A lo 
mejor esta no es la oportunidad para hacerlo, pero me gustaría tener información de cómo vamos impactando 
en la sociedad con estas políticas, que luego tendrán mucho que ver con otras que estamos desarrollando 
contra distintas adicciones. 


Se hablaba de trabajar mucho en la educación. Uno de los sectores en los que hay más dificultad para 
disminuir el consumo de tabaco es el de los jóvenes. Si hay tiempo, también me gustaría conocer los datos 
que tiene el Ministerio al respecto y qué políticas de prevención y de educación se están desarrollando. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Vamos a dividir las respuestas. 


En primer término, hay una primera pregunta sobre fechas que hacía el Senador Solari Damonte. La Ley 
N? 18.256, obviamente, es posterior al Tratado de Protección de Inversiones, pero como dice el artículo 2” del 
Tratado, este tiene rango legal, mientras que el Decreto N* 287 y la Ordenanza N* 566, no lo tienen. 


En segundo lugar, reafirmamos lo que han dicho casi todos en cuanto a que aquí no hay una nueva política. 
No hay medidas tomadas, sino medidas a estudio para readecuar y reordenar las desprotecciones que 
podamos tener. 


En tercer término, queremos decir que, efectivamente, vamos a plantear esto en la COP 4. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


——— Reitero que lo vamos a plantear en la COP4. Obviamente, este Gobierno la recibió ya organizada, y en 
un Consejo de Ministros reafirmó que la reunión se debía hacer en noviembre en Punta del Este. Vamos a ver 
cuál será la receptividad y el planteo que de allí surja. 


En cuarto lugar, consideramos que esta es una política de Estado, pero no la única. Como Gobierno, estamos 
muy conformes porque además se han podido acordar cuatro documentos con los partidos de la oposición en 
educación, seguridad, medio ambiente y energía que incrementan notablemente las políticas de Estado que se 
venían desarrollando. Como Gobierno, entonces, estamos muy contentos por la manera en que se vienen 
desarrollando las políticas de Estado. 


Aspiramos a que cuando sigamos profundizando, en particular, cuando trabajemos los temas de la 
obligatoriedad de los mensajes en los medios de comunicación, esto también tenga unanimidad política y 
parlamentaria. Además, creo que todos coincidimos con que hay una adicción de igual talla que esta a la que 
no le hemos podido entrar todavía, que es el alcoholismo. Queremos incluir una política nacional y de Estado 
al respecto, con marcos legales que nos permitan trabajar sobre lo que corresponde al 63% de las adicciones, 


según la última encuesta en la materia. Se trata de la adicción que encabeza el ranking y que, como todos 
sabemos, tiene efectos colaterales, en particular sobre los accidentes de tránsito, que son la principal causa de 
muerte en nuestros jóvenes. 


Finalmente, nosotros tenemos un cuerpo propio de diez fiscalizadores para control de tabaco y un equipo 
adicional de fiscalización, adicional al equipo general del Ministerio, que lo refuerza en determinados 
momentos Noche de la Nostalgia, Fin de Año y otras fechas críticas, porque nosotros hicimos una reforma y 
no hay un equipo que fiscaliza A, otro C, etcétera, sino que hay una Unidad de Fiscalización única 


En el interior y en Montevideo contamos con equipos inspectivos de los Gobiernos Departamentales que 
también apoyan el grupo de los diez fiscalizadores destinados exclusivamente a esta tarea. 


Los cobros de las multas se revierten en políticas de salud, a veces en tabaco, a veces en otras políticas 
programáticas de salud. 


Con respecto a las políticas hacia los fumadores lo expresé en mi intervención inicial básicamente son 
obligatorias las policlínicas de cesación de tabaquismo tanto en los prestadores públicos como privados. En 
este caso, el Fondo Nacional de Recursos apoya una parte de las herramientas para las políticas de cesación 
de tabaquismo. 


El informe 2007-2009 que abarca el período del decreto que establecía los lugares libres de tabaco del año 
2006 y la ley; es decir, no incorporaba las últimas normas por las fechas en que fueron sancionadas estima 
que unas 132.000 personas dejaron de fumar y hubo una reducción del 17% de infartos del miocardio en el 
mismo período. Esos son los dos estudios científicos que tenemos. El primero es muy exacto, porque es una 
estimación pero basada en encuestas. En el segundo caso, a medida que vayamos avanzando en los años y se 
vaya haciendo el seguimiento de los problemas cardíacos, vamos a ir confirmando la cifra, que seguramente 
seguirá en ese entorno o en un intervalo levemente superior o inferior. 


Esa reducción ha actuado, sobre todo, en la población de edad media, es decir, ni jóvenes ni viejos. 


SEÑOR GARCÍA.- Si comprendí bien, estamos ante la famosa debilidad así catalogada del rango de la 
norma. Hay decisiones tomadas por decreto y la debilidad, justamente, está en la fuerza de esa norma, 
que no es ley sino decreto. 


Mi pregunta es la siguiente. Si ese es el obstáculo, ¿por qué no se envía un proyecto de ley al Parlamento con 
los contenidos del decreto, para que se transforme en ley? 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Hoy me siento raro y no entiendo por qué. 
Es algo extraño, porque hemos reafirmado, vuelto a reafirmar y reafirmado nuevamente nuestro 
compromiso con el tema. No obstante, a veces encuentro como que ustedes estuvieran de un lado y 
nosotros del otro, cuando existe un compromiso absoluto con una política de Estado en la materia. 


Es absoluto; no lo hemos minimizado en nada. Hemos hecho saber algunos de los planteos de la demanda tal 
cual lo hemos trasladado y hemos hecho especial referencia a que no íbamos a entrar en una discusión al 
respecto, simplemente por una cuestión de estrategia jurídica. 


Creo que acá estamos todos de acuerdo con los dichos del doctor Tabaré Vázquez; los reafirmamos y los 
hacemos nuestros sin problemas ni cortapisas. Reafirmamos nuestro compromiso con la política de Estado en 
esta materia. 


Voy a pasar a las preguntas. 


El mejor abogado no podría contestar en qué punto estamos. Queremos tomar algunas precauciones en ese 
sentido y hemos pedido a cinco estudios jurídicos fuertes un informe sobre el tema y acerca de dónde están 
las mejores posibilidad y dónde nuestros principales problemas. Lo hemos solicitado con la reserva del caso 
y bajo medidas estrictas de secreto profesional. Obviamente, no nos van a poder definir exactamente una 
cifra de cero a cien, pero nos pueden dar una idea de cuán fuerte es nuestro caso. 


Se van a hacer planteos en cuanto a las interferencias de la industria tabacalera en casos como el nuestro. 
Sabíamos del caso de Canadá en la década del noventa, también con Philips Morris; conocemos la evolución 
de estos casos hasta el último, en que gana Philips Morris ante la Suprema Corte de Justicia de la India. 


También hemos hecho un repaso de todos los casos del CIADI sobre esto y sobre la participación de los 
países en desarrollo, y qué difícil es para los países en desarrollo ganar un arbitraje ahí. 


A la vez, hemos hecho un análisis de la lógica jurídica que se aplicaría a este caso, que va más bien por el 
lado de la libertad de comercio y la protección de inversiones, que por el de la lógica de salud. Todo eso ha 
formado parte de la estrategia para la mejor defensa. Hemos hecho un relevamiento de costos de estudios 
jurídicos; hemos juntado quince presupuestados. 


Conocemos las disposiciones constitucionales. El tema es que la protección de inversiones también funciona 
sobre la base de pisos y no de techos. La ley de protección al tabaco funciona sobre la base de pisos y no de 
techos, y la protección de inversiones también, por lo que tenemos algunos temas de consistencia jurídica, 
aunque no los más graves. 


Rescatamos lo señalado por el señor Diputado Radío en cuanto a la intencionalidad positiva; creo que eso nos 
anima a todos. Él hacía referencia a una desprolijidad. Nosotros quisimos decir o dijimos no recuerdo 
exactamente ahora si lo dije de esa manera, "ser prolijos", y decir "ser prolijos" es distinto que decir "haber 
sido desprolijos"; de lo que se trata es de ser lo más eficientes que podamos jurídicamente y definir los 
instrumentos jurídicos más adecuados para hacer frente al caso. 


Estamos de acuerdo en proseguir los temas de las políticas de Estado en esta materia, es decir, en buscar los 
consensos. 


También quiero decir algo con respecto a lo que había señalado la señora Senadora Xavier en cuanto a las 
medidas tomadas. No hay ninguna medida tomada; hay medidas a estudio que forman parte de la estrategia 
de la mejor defensa de la que hablábamos. Hay medidas a estudio pero no se ha tomado ninguna. 


Sobre si confiamos en la continuidad de la política, debemos decir que definitivamente; eso nos consta 
sobremanera. 


La señora Senadora Xavier me había hecho algunas preguntas pero no está presente en este momento. Ella 
habló del compromiso de los legisladores sobre este tema y yo quiero agregar que se trata del compromiso de 
los legisladores, de los Ministros y del Gobierno. Esa fue una de las partes en las que me sentí como que 
estaba del otro lado. Se trata del compromiso de todos con este tema. 


El hecho de que la norma señale un cincuenta por ciento o más del pictograma nunca menos de un treinta por 
ciento no es el punto donde está la falencia en cuanto a las marcas; esta se encuentra en la ordenanza. Esta es 
la que contradice, y tiene que ver con la utilización de distintos colores, etcétera. Es ahí donde está el 
problema y la inconsistencia con las marcas, como lo señala la demanda; no estoy abriendo una opinión 
personal sobre este punto. 


Con respecto a si la debilidad es el rango de la norma, esa podría ser una de las debilidades; eso es lo que 
dice la demanda. 


Se hizo referencia a si existe la posibilidad de recogerlo y creo que debió haber sido hecho así. 


Por otra parte, cuando se hizo referencia al Parlamento fue para destacar la importancia de su participación en 
estos temas. Si en vez de salir una ordenanza del Ministerio de Salud Pública, esa disposición se hubiera 
adoptado acá, entre ustedes, y se hubiera votado, no estaríamos hablando de este tema hoy. Entonces, 
juzgamos absolutamente importante y fundamental la participación del Parlamento en estos asuntos. 


¿Por qué no adoptamos una ley al respecto? Creo que la ley tiene que tener otros componentes más y eso es 
lo que, en definitiva, se está armando. Hay algunas medidas que el Ministro de Salud Pública no ha 
adelantando sino de una manera muy abstracta, que tienen que ver con la educación en la utilización de los 
medios. Creo que la utilización de medios masivos puede ser algo que tenga un impacto fundamental, y no 
con un contenido educativo o de propaganda. Creo que un determinado espacio por día, puede ser oportuno. 


Pero hay otras medidas que trascienden a mi Cartera, que deben ser incorporadas en el paquete de una ley 
antitabaco, que dé un paso adelante respecto a la anterior. Lo que señaló el Ministro de Salud Pública al 
inicio hacía a un contexto de comenzar la lucha antitabaco y no de terminarla ahí. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SOLARI.- Si entendí bien, el señor Canciller acaba de reconocer que habría sido conveniente 
para el país y habría evitado la demanda, que alguna resolución adoptada por el Ministerio de Salud 
Pública hubiera tenido rango legal. Quisiera preguntar a qué resolución u ordenanza hace referencia; 
el señor Canciller utilizó la palabra ordenanza que normalmente, en la jerga administrativa, refiere a 
resoluciones ministeriales. Quisiera saber si esa ordenanza fue del actual Gobierno o del anterior y, en 
el caso de que haya sido del anterior la pregunta va dirigida al actual Ministro de Salud Pública que en 
ese momento era Director General de Secretaría, quiero saber si eso no fue tenido en cuenta. 


SEÑOR BIANCHI.- Ya que hemos hablado del rango legal de la norma, más allá de que están a 
estudio las futuras disposiciones, quisiera saber si se consideraría la disminución del porcentaje de los 
pictogramas y la variación en la presentación de una sola por marca. Quisiera saber si se está 
considerando ese aspecto o si solamente el rango de la norma sostendría la actual situación del ochenta 
por ciento y una presentación por marca. Queremos saber si se está estudiando esa disminución o si 
simplemente, con un texto similar al de las ordenanzas y los decretos, se llevaría esto al rango de ley. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- La ordenanza es la 514, de 31 de marzo de 
2009. 


Reitero lo que dije. No tenemos una opinión personal sobre esto por lo que no hemos dado una opinión 
personal. Pero el argumento jurídico contenido en la solicitud de arbitraje no estaría. Ahí tenemos un 
elemento. Esa parte de la solicitud de arbitraje no existiría. Entonces, definitivamente, ahí está el punto; no 
estoy emitiendo mi opinión jurídica personal. 


En cuanto a la reducción de los porcentajes del pictograma, creo que si llegamos a una ley con la que 
pretendemos fortalecer la lucha antitabaco, probablemente aumentemos y no disminuyamos. 


SEÑOR SOLARI.- Perdone que insista, señora Presidenta, pero el señor Canciller acaba de decirnos 
que por lo menos una parte de la demanda planteada ante Uruguay se basa en que determinadas 
normas o disposiciones que deberían haber tenido rango legal tuvieron rango de ordenanza, es decir, 
de resolución ministerial. Entonces, la pregunta va dirigida al señor Ministro de Salud Pública, que en 
aquel momento era Director de Secretaría del Ministerio de Salud Pública. Quisiera saber si en ese 
momento se consideró o no que esa disposición no tenía el nivel jurídico necesario, que ponía en riesgo 
el patrimonio del país y que lo sometía a un juicio y si hubo dictámenes favorables, específicamente por 
parte del Departamento Jurídico del Ministerio de Salud Pública y de la Presidencia de la República, 
que normalmente revisan ese tipo de disposiciones. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- No tengo conocimiento sobre el tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social agradece la presencia e 
información brindada por los señores Ministros de Salud Pública y de Relaciones Exteriores y por sus 
asesores. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


